
SANCIONES A ABOGADOS Y NOTARIOS PUBLICOS 
POR DELITOS EN EJERCICIO DE SU PROFESION 
 
"El Presidente de la República, a sus habitantes, 
 
S a b e d: 
 
Que el Congreso ha ordenado lo siguiente: 
 
Decreto Nº 1618 
 
La Cámara de Diputados y la Cámara del Senado de la República de Nicaragua, 
 
Decretan: 
 
Arto. 1. - Los delitos oficiales que cometan los Abogados y Notarios en el ejercicio de 
sus funciones serán juzgados por la Sala de lo Criminal de la Corte de Apelaciones que 
ejerza jurisdicción en el lugar en que se cometió el delito, observándose los trámites que 
la Ley previene para la sustanciación de las causas de responsabilidad contra los jueces 
de Distrito. 
 
La sentencia condenatoria ejecutoriada llevará consigo la suspensión en las profesiones 
de Abogado y Notario Público y no se podrán volver a ejercer sino después de cumplida la 
pena y previa rehabilitación decretada por la Corte Suprema de Justicia, si los perjuicios 
económicos han sido ya reparados. 
 
Arto. 2. - Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior la Corte Suprema de 
Justicia seguirá información a verdad sabida y buena fe guardada en los casos en que se 
le denuncie o tenga noticias de que se ha cometido un delito oficial por un Abogado o 
Notario Público y podrá acordar la suspensión del culpable por un término no menor de 2 
años ni mayor de 5, y si se tratare de reincidencia, cancelare definitivamente la 
autorización para cartular. 
 
La sentencia de la Corte Suprema de Justicia no admitirá recurso alguno, será 
comunicada a los Registradores, Jueces y tribunales de toda la República, y será 
independiente de ella el proceso criminal por el mismo delito. 
 
Arto. 3. - En los casos de infracciones al cumplimiento de las obligaciones en el 
ejercicio de las profesiones de Abogado y Notario Público, que no constituyan delito o de 
conducta escandalosa, la Corte Suprema de Justicia, conociendo la verdad sabida y de 
buena fe guardada, podrá imponer al culpable sanciones correccionales consistentes en 
amonestación privada, multa de Doscientos a un mil córdobas y en caso de reincidencia, 
suspensión hasta por dos años. 



 
Arto. 4. -  Derogado. 
Arto. 5. - Derogado. 
 
Arto. 6. - Las multas por las faltas a que se refieren los artículos 44, 50, 72 y 73 de la 
Ley del Notariado y 2 y 3 de la Ley del 28 de Mayo de 1913, serán de doscientos a un mil 
córdobas y se impondrán por la Corte Suprema de en los casos que lleguen a su 
conocimiento y no haya sido impuesta por otra autoridad. 
 
La falta de entero de la multa por el Notario Público dará lugar a la suspensión hasta por 
dos años que será impuesta por la Corte Suprema de Justicia. 
 
Arto. 7. - En las Escrituras públicas que los Notarios autoricen, deberán expresar la 
fecha de vencimiento de su última autorización para cartular. La omisión de esta 
obligación o la alteración de la fecha, así como la falta de envío de los índices de los 
protocolos de los Notarios a la Corte Suprema de Justicia y demás oficinas que señala la 
Ley a más tardar el 31 de enero de cada año, será sancionada por la Corte Suprema de 
Justicia en forma establecida en el artículo anterior. 
 
Arto. 8. - Deróganse los Artos. 74 y 75 de la Ley de Notariado, 5,6 y 8 de la Ley del 
28 de Mayo de 1913, la ley del 1º de abril de 1938 y cualquier otra que se oponga a la 
presente Ley. 
 
Arto. 9. - Esta Ley empezará a regir sesenta días después de su publicación en "La 
Gaceta", Diario Oficial. (...) 
{Tomado de La Gaceta Diario Oficial Nº 227 del 4 de octubre de 1969}. 
 


